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Hoy comienzan los debates constitucionales 

Treinta y seis diputados, de ellos diecisiete de UCD y trece socialistas 
La línea política de la Comisión Constitucional apunta hacia la moderación 
Treinta y seis diputados constituyen la comisión constitucional del 
Congreso, que a partir de hoy debatirá el anteproyecto de la 
Constitución. Diecisiete son de UCD; trece, del PSOE y Socialis-
tas de Cataluña; dos, del PCE; dos, de Alianza Popular; uno de la 
minoría vasca, y otro de la catalana. Tanto la izquierda como 
Alianza Popular y las minorías nacionalistas presentan a sus pri-
meros espadas, mientras UCD tiene un equipo sin grandes indivi-
dualidades (como ya indicó EL PAIS en su día), la edad media de 
estos diputados es de 43,9 años; su línea política general apunta 
hacia la moderación, y profesionalmente hay un claro predominio 
de juristas y profesores universitarios. 
Diputados de UCD. Oscar Alzaga, 
Rafael Arias Salgado, Emilio At-
tard, Juan Antonio Bolea, Gabriel 
Cisneros, Jesús Esperabé, Luis de 
Grandes, Miguel Herrero de 
Miñón, César Llorens, José María 
Martín Oviedo, José Luis Meilán, 
José Manuel Paredes, José Pedro 
Pérez-Llorca, María Teresa Revi-
lla, Jesús Sancho Rof, Antonio 
Vázquez Guillén y Luis Vega Es-
candón. 

Destacan, en este conjunto, la 
corriente procedente del antiguo 
Partido Popular (Pérez Llorca, At-
tard, Martín Oviedo y María Tere-
sa Revilla) y la Democracia Cristia-
na (Alzaga, Vega y Luis de Gran-
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de), algunos hombres del presidente 
muy significativos (Sancho Rof, 
actual subsecretario del Interior) y 
algunos socialdemócratas (Arias 
Salgado, Vázquez Guillén). Se le 
considera, en conjunto, un equipo 
disciplinado y moderadamente 
progresista. 
Diputados socialistas. Pablo Cas-
tellano, Luis Gómez Llórente, Fe-
lipe González, Alfonso Guerra, 
Enrique Mugica, Gregorio Pe-
ces-Barba, Joan Reventós, Joaquín 
Ruiz Mendoza, Jerónimo Saave-
dra, Vicente Antonio Sotillo, Enri-
que Tierno, José María Triginer y 
Luis Yáñez. 

El equipo socialista parece pen-

sado para representar a todas las 
corrientes del partido no sólo 
ideológicas —desde posiciones más 
próximas a la socialdemocracia, 
como Mugica, hasta las marxistas, 
como Gómez Llórente—, sino de 
implantación en regiones del 
interior o en la periferia; en este 
sentido, los Sociahstas de Cataluña 
colocan sus dos figuras más desta-
cadas, Reventós y Triginer. Al lado 
de varios miembros de la ejecutiva 
del PSOE está también un hombre 
destacado por sus críticas a la mis-
ma, Pablo Castellano, y la reciente 
aportación de Enrique Tierno. En 
conjunto, el equipo socialista da 
impresión de despliegue cara a la 
«alternativa de poder». 

Diputados comunistas. Santiago 
Carrillo y Jordi Solé Turá. La pre-
sencia comunista se reparte entre el 
secretario general del partido y el 
ponente constitucional; este últi-
mo, además, es hombre del PSUC. 
Ambos son decididos partidarios 
de la corriente eurocomunista, cla-
ra vencedora en el IX Congreso del 
PCE y, y refuerzan la idea de que el 
equipo comunista trabajará en fa-
vor del consenso. 
Diputados de Alianza Popular. 
Manuel Fraga y Federico Silva. 
Constituyen las máximas jerar-
quías del partido —secretario ge-
neral y presidente, respectivamen-
te—, y a pesar de sus diferencias 
personales en otras cuestiones, pro-
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bablemente su actuación constitu-
cional resulte bastante conjuntada. 
Diputados de kas minorías nacio-
nalistas. Xabier Arzallus (PNV), 
Miguel Roca (Minoría Catalana). 
Ambos pueden considerarse muy 
representativos de los colectivos 
políticos a que pertencen; Arzallus 
es considerado un fiel exponente 
de la línea nacionalista, no inde-
pendentista, en el País Vasco, 
mientras Roca ha dicho de sí mis-
mo que se considera muy catala-
nista, y cabe esperar un alinea-
miento con UCD en materias so-
cio-económicas, aunque en otras 
—como las propiamente au-
tonómicas— tal vez mantenga dis-
tintas posturas. 

DEBATE CONSTITUCIONAL 

En los regímenes presidencialistas, 
el poder del ejecutivo posee el 
mismo origen y la misma legitimi-
dad que el del legislativo. Uno y 
otro son elegidos directamente por 
el voto popular. Por consiguiente, 
sólo ante el pueblo son responsa-
bles uno y otro. Ni el Parlamento 
puede exigir responsabilidades 
políticas al presidente, ni éste pue-
de disolver aquél. En los regímenes 
parlamentarios, en cambio, sólo el 
Parlamento es elegido directa-

r;' por el pueblo y siendo así el 
únici' órgano que lo representa 
sólo con su consentimiento puede 
empezar a gobernar y seguir go-
bernando el Gabinete. El poder del 
Gobierno depende, pues, de la 
confianza del P - lamento. 

Esa relación de confianza se ini-
cia con la presentación a la Cámara 
del programa que pretende 
desarrollar el Gobierno que va a 
formarse, el debate que sigue a la 
presentación y el voto favorable de 
la mayoría parlamentaria. Lógica-
mente, se entiende que la relación 
de confianza se mantiene mientras 
el Gabinete cuenta con el respaldo 
de la misma mayoría que lo invis-
tió y se entiende que la relación se 
rompe cuando pierde el apoyo de 
esa mayoría que, por lo común, 
puede retirarle su confianza, o bien 
negándose a confirmarla cuando el 
Gobierno se lo pide o bien plan-
teando y adoptando, por iniciativa 
propia, la moción de censura. 

Cuando en el Parlamento existe 
un partido que cuenta con la 
mayoría absoluta, es decir, con los 
votos de la mitad más uno de los 
diputados, el Gobierno, formado 
con los dirigentes de ese partido, no 
tiene, en principio, nada que temer 
de la Cámara si se trata, como es nor-
ma hoy día, de un partido discipli-
nado. El Gobierno así formado 
será un Gobierno fuerte y estable y 
si tiene en frente, en la Oposición, a 
otro gran partido capacitado para 
ganar las elecciones y sustituirle en 
el ejercicio del poder, será, además, 
un Gobierno responsable. 

Por lo general, eso no sucede 

La reiadón decorarmi y el Gobierno paHamentam 
más que en el marco de sociedades 
homogéneas en las que la pobla-
ción tiende a agruparse en torno a 
dos partidos principales. Lo más 
frecuente es que existan, al menos, 
cuatro o cinco partidos importan-
tes y que ninguno de ellos obtenga 
por sí solo la mayoría absoluta. Por 
eso, en la mayor parte de los 
regímenes parlamentarios se en-
tiende que el Gabinete cuenta con 
la confianza del Parlamento, 
mientras la mayoría absoluta de 
éste no le manifieste expresamente 
lo contrario. Por eso, también, y 
para impedir que un reducido 
número de diputados pueda hosti-
gar continua e irresponsablemen-
te al Gobierno y para eliminar 
inesperados asaltos al poder sus-
ceptibles de dificultar artificial-
mente la estabilidad gubernamen-
tal las modernas constituciones re-
gulan con cierta minuciosidad los 
procedimientos a seguir para plan-
tear la moción de censura y hacerla 
prosperar. 

En nada se ofende con ello la 
lógica política ni la lógica parla-
mentaria, pues no se trata con esas 
medidas ni de asegurar artificial-
mente la estabilidad de un Go-
bierno minoritario ni de forzar de 
un modo artificioso la formación 
de gobiernos mayoritarios. Este 
parece ser, sin embargo, el doble y 
paradójico objetivo que se persi-
gue en los artículos 104 y 105 del 
nuevo Anteproyecto. Pero veamos 
en detalle cómo funcionan para 
percatarnos de la originalidad de 
fórmulas tan sorprendentes. 

Para empezar, resulta que el 
Congreso puede otorgar inicial-
mente su confianza a un nuevo 
Gobierno votando por mayoría 
simple su programa, pero sólo pue-
de renovársela si el Gobierno, por 
ejemplo, adopta uno nuevo, me-
diante la mayoría absoluta, estando 
aquél obligado a dimitir si habien-
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do solicitado esa renovación no 
consigue tal voto. Ahora bien, si esa 
misma mayoría absoluta se resol-
viese, por iniciativa propia, a cen-
surar al Gabinete, no podrá hacer-
lo y el Gabinete podrá seguir go-
bernando incluso contra la volun-
tad de la mayoría absoluta, a no ser 
que ésta se ponga de acuerdo tam-
bién para elegir un nuevo presi-
dente del Gobierno. 

Que de ese modo se quebranta 
toda la lógica del sistema parla-
mentario es algo que salta a la vista, 
ya que el Gabinete puede estar 
obligado a dimitir o autorizado a 
seguir en el poder, con indepen-
dencia de que se mantenga o no se 
mantenga la relación de confianza. 
Por si eso fuera poco, la solución a 
que se llega no puede resultar más 
curiosa, pues, en efecto, mientras 
que en unos casos el Gobierno de-
be dimitir, aunque conserve la 
confianza de la mayoría que bastó 
para investirlo, en otros está auto-
rizado a permanecer después de 
haberla perdido. Y así los rèsulta-
dos a que pueden conducir esas 
cláusulas serían exactamente 
opuestos a los objetivos que, en 
principio, puede suponerse que se 
trataba de alcanzar con ellas; en 
lugar de Gobiernos fuertes apoya-
dos en sólidas mayorías, nos en-
contraremos con endebles Gobier-
nos minoritarios en permanente 
confiicto con el Congreso; en lugar 
de Gobiernos democráticos y res-
ponsables, con Gobiernos irres-
ponsables carentes de respaldo 
parlamentario.' 

Por supuesto, no estoy antici-
pando que eso sea lo que necesa-
riamente vaya a suceder, pues, co-

mo indicaba antes, la estabilidad y 
solidez de los Gobiernos depen-
derá del sistema de partidos y sólo 
residualmente del mecanismo 
constitucional que venimos anali-
zando. Lo que trato de subrayar 
son las absurdas posibilidades que 
abre ese mecanismo, los contradic-
torios y lamentables resultados a 
que puede conducir. Porque está 
claro que al introducirse la moción 
de censura constructiva, aun tra-
tando con ella de evitar vacíos de 
poder y de estimular la formación 
de Gobiernos mayoritarios, se 
institucionaliza automáticamente 
la posibilidad de gobernar contra 
la mayoría. Y está claro también 
que un Gobierno que no está obli-
gado a dimitir ante esa oposición y 
no lo hace es, en la teoría y en la 
práctica del régimen parlamenta-
rio, un Gobierno irresponsable. 

Pero no es sólo eso. La irrespon-
sabilidad del Gabinete no encon-
trará su origen únicamente en el 
procedimiento atipico que es la 
moción de censura constructiva. Se 
alimentará, asimismo, de la con-
tradictoria regulación del voto de 
confianza que constituye, como se 
sabe, una facultad y no una obliga-
ción gubernamental. Así, si el eje-
cutivo modifica su pTogramapodrá 
solicitar el voto de confianza, sin 
estar, desde luego, obligado a ha-
cerlo. Ahora bien, si para lograrlo 

necesita el respaldo de una 
mayoría con la que no cuenta y 
que, sin embargo, no puede censu-
rarlo fácilmente, lógicamente op-
tará por modificar su programa sin 
consultar a la Cámara. En este caso 
será él quien de modo directo e in-
mediato haya roto la relación de 
confianza inicial y se habrá con-
vertido así en un Gobierno irres-
ponsable, pero no habrá medio 
económico de sancionar esa ruptu-
ra. Lo grave será, por otro lado, que 
el Gabinete se verá privado con 
frecuencia del recurso a un instru-
mento de tanta utilidad como es el 
voto de confianza para avalar de-
cisiones de particular importancia. 
Su irresponsabilidad irá acom-
pañada así de su debilidad. 

No resulta fácil de entender la 
obstinación en aferrarse a estas 
fórmulas, mucho más disfunciona-
les que las alemanas, en que se 
inspiran, a pesar de la crítica cerra-
da con que han sido recibidas por 
constitucionalistas y politólogos. 
Los partidos de izquierda saben 
muy bien que de aquí a muchos 
años no podrán gobernar si están 
en minoría, por lo que el voto de 
censura constructiva sólo puede 
servir los intereses de los partidos 
de derecha. Deberían ser 
conscientes, además, de que la 
fórmula que rige el voto de con-
fianza obligará a estos últimos'a 
gobernar al margen del Congreso, 
lo que les permitirá imputar a la 
Oposición las razones de su debili-
dad y la resporisabiirdad de su 
irresponsabilidad. 
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Hoy comienzan los debates constitucionales 
En la mañana de hoy se inician los debates parlamentarios sobre la Constitución en el seno 
de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso de Diputados. En el debate general podrán intervenir, además de los grupos parlamentarios 
y el Gobierno, los diputados de las formaciones políticas que concurrieron a las elecciones 
del 15 de junio y obtuvieron representación en la Cámara. La capacidad de voto sólo la ostentan los 36 miembros de la Comisión, sobre los que ofrecemos datos y valoraciones políticas. 
Asimismo, junto a otras informaciones que pueden ayudar al lector a seguir los debates constitucionales, 
incluimos un resumen del dictamen presentado en su día por el presidente de las Cortes, Antonio Hernández Gil. Informan Francisco Gor, Joaquín Prieto y Bonifacio de la Cuadra. 

Estudio técnico-juiídico del presidente de las Cortes 
Los criterios de Hernández Gil sobre la designación del presidente del Gobierno, asumidos en el anteproyecto 
La regulación de la designación del presidente del 
Gobierno es uno de los temas en que la ponencia 
que elaboró el definitivo anteproyecto de Consti-
tución ha tenido en cuenta los criterios del dicta-
men emitido sobre el texto inicial por el presiden-
te de las Cortes, Antonio Hernández Gil. Dicho 
dictamen, de circulación muy restringida —uno de 
sus destinatarios fue el Rey—, consiste en un es-

tudio técnico-jurídico del señor Hernández Gil 
sobre la mayoría de los aspectos constitucionales 
abordados en el anteproyecto, y fue sometido a la 
consideración de la ponencia antes de que con-
cluyera el plazo de enmiendas. Posteriormente, el 
documento ha circulado en medios políticos cua-
lificados. A una de las copias del mismo ha tenido 
acceso EL PAIS y hoy publicamos un resumen. 

En relación con el capítulo dedica-
do al Gobierno en el anteproyecto, 
el señor Hernández Gil hace en su 
dictamen consideraciones genera-
les sobre el encuadramiento de la 
citada institución en la democra-
cia, a la que distingue de la auto-
cracia en que «en ésta no hay más 
política que la instalada en el po-
der, en definitiva la del jefe o dic-
tador y su Gobierno, mientras que 
en un régimen democrático la 
política tiene una expresión mucho 
más amplia y nutrida de diversida-
des». 

De acuerdo con este punto de 
partida, el presidente de las Cortes 
se muestra contrario a la alu-
sión —que no ha sido rectificada en 
el anteproyecto final— a que «el 
Gobierno dirige la política, la ad-
ministración civil y militar y la de-
fensa del Estado». El señor 
Hernández Gil proponía que se di-
jera, en cambio: «El Gobierno tie-
ne a su cargo la política general del 
Estado, la administración civil y la 
militar». 

En el mismo capítulo sí han sido 
acogidos los criterios del señor 
Hernández Gil sobre la designa-
ción del presidente del Gobierno, 
inspirados por la vocación general 
del actual presidente de las Cortes 
hacia la clarificación termino-
lógica y lingüística, pero que 
comportan también trascendencia 
política. La consulta previa del Rey 
a las fuerzas políticas, inicialmente 
referida a los portavoces designados 
por los grupos parlamentarios, la 
circunscribió el señor Hernández 
Gil, con mayor precisión, a «los 
representantes de los partidos o 
grupos políticos». Asimismo, la in-
fluencia del dictamen citado se ha 
dejado sentir sobre el alcance de la 
solicitud de confianza a la Cámara 
por parte del candidato a presi-
dente del Gobierno. Mientras que 
en la redacción inicial la confianza 
parecía pedirse para el programa 
político, en el nuevo texto cabe co-
legir que la confianza pedida abar-
que al Gobierno a formar. Por otra 
parte, a la aportación del señor 
Hernández Gil se debe la alusión 
clara a más de un candidato, con-

cretada por la ponencia en la ex-
presión «las sucesivas propuestas». 
En su dictamen, el presidente de las 
Cortes declara que hay que evitar 
ambigüedades «y aludir de un mo-
do directo a la proposición de otros 
candidatos». 

Uno de los temas a los que el 
dictamen dedica más espacio, den-
tro del título relativo a la Corona, 
es la referencia a los tratados 
internacionales. La participación 
de las Cortes Generales, más 
desvaída en el anteproyecto, se es-
tablece de forma categórica, de 
acuerdo con el criterio del señor 
Hernández Gil, favorable a la 
«intervención de las Cortes Gene-
rales», en la ratificación. La fómiila 
final acuñada por la ponencia ha 
sido la de requerir «la previa auto-
rización de las Cortes». Asimismo, 
el señor Hernández Gil se muestra 
partidario de establecer que «el 
Rey necesita la autorización de las 
Cortes Generales para firmar una 
declaración de guerra». 

Sobre el título que se refiere a las 
comunidades autónomas —en el 
anteproyecto inicial, territorios 
autónomos—, el presidente de las 
Cortes constata que la única pala-
bra sobre la que existe consenso 
entre todas las fuerzas parlamen-
tarias es la de autonomía, pero esti-
ma que ella no soluciona el pro-
blema, sino que el alcance de la 
misma está en función de la distri-
bución de competencias entre el 
Estado y los entes autónomos. Aun 
aceptando el término nacionalida-
des —derivarlo de nación lo 
considera un simplicismo—, el 
señor Hernández Gil es favorable a 
considerar sustancial la reserva de 
atribuciones del Estado. «Los 
cometidos esenciales propios de 
éste -dice-, tanto en el orden 
interno como internacional, los 
conserva. No pueden surgir el am-
paro de las autonomías Estados 
paralelos.» 

Otro tema que ha sido conside-
rablemente mejorado por la po-
nencia, en línea con los criterios del 
presidente de las Cortes, es la re-
gulación del Tribunal Constitucio-
nal, para cuya presidencia, por cier-

to, se estima en medios políticos 
muy adecuada la persona de Anto-
nio Hernández Gil, una vez que 
cese como titular de las Cortes, a 
consecuencia de la supresión del 
cargo en la Constitución. 
Incompatibilidades 
en el ámbito judicial 

El dictamen resalta, en relación 
al Título VI, sobre el poder judicial, 
que el tema de la justicia se confi-
gura en el anteproyecto como po-
derjudicial, con lo que se aparta de 
las constituciones de 1876 y 1931, 
pero se acerca a la de 1869, que 
trataba «del poder judicial». El an-
teproyecto de Constitución, al re-
ferirse al legislativo y al ejecutivo, 
evita el término poder y sólo lo 
mantiene en relación con la justi-
cia. 

El artículo 110 del anteproyecto 
definitivo está tomado íntegra-
mente del dictamen, ya que, en re-
lación con el anteproyecto inicial, 
sustituye el término decisiones, de-
masiado autoritario, según el señor 
Hernández Gil, poreldeien/e/icwj 
y resoluciones, y antepone el térmi-
no jueces al de tribunales. Igual-
mente, el anteproyecto definitivo 
evita, como aconseja el dictamen, 
el juego de remisiones dobles y 
recíprocas en el régimen de incom-
patibilidades de los miembros del 
Consejo General del Poder Judi-
cial y del Tribunal Constitucional, 
y establece que la ley Orgànica del 
Poder Judicial establecerá el régi-
men de incompatibilidades, ya que 
este tema, según el dictamen, no 
puede ser totalmente constitucio-
nal. 

En lo que se refiere al tema de la 
libertad religiosa, recogido en el 
artículo 15 del anteproyecto defi-
nitivo, éste ha asumido varias de las 
recomendaciones expuestas en el 
dictamen. Asi, la expresión profe-
sión filosófica desaparece, porque • 
suscita el equívoco de sentido pro-
fesional o profesionalizado y se sus-
tituye por el de creencia o ideologia. 
Igualmente, el límite del orden pú-
blico, expresado en términos de-
masiado generales en el ante-

proyecto inicial, es concretado en 
el anteproyecto definitivo, según 
recomienda el dictamen, al àmbito 
de las manifestaciones externas de 
la religión, las ideologías o creen-
cias, donde únicamente habrá de 
actuar. 

Dentro del capítulo sobre las li-
bertades públicas, el artículo 19 del 
anteproyecto definitivo también 
ha sido modificado profundamen-
te, según recomienda el dictamen, 
en relación con el anteproyecto 
inicial. La estructura del artículo es 
más racional en el anteproyecto 
definitivo y se sustituye, entre otros 
términos, el de información objeti-
va por veraz, ya que, según el in-
forme, «que la información haya 
de ser objetiva parece excesivo; es 
suficiente la veracidad». El ante-
proyecto definitivo también recoge 
la indicación del informe de que se 
distinga clarameirte entre el dere-
cho de asociación y el de funda-
ción. 

El tema de la educación también 
ha sido abordado en el ante-
proyecto definiUvo, tomando en 
cuenta algunas de las recomenda-
ciones del dictamen. Así, se habla 
del derecho y el deber de la educa-
ción, frente a la sola referencia al 
derecho que se hace en el ante-
proyecto inicial, ya que en este 
mismo texto se establece que «la 
enseñanza básica es obligatoria». 
Igualmente, el anteproyecto defi-
nitivo, según recomienda el dicta-
men, consagra de modo directo, 
constitucionalmente, la organiza-
ción de las universidades en régi-
men de autonomía. El anteproyec-
to inicial se limitaba a afirmar que 
«la ley regulará la autonomía de las 
universidades». 

En cuanto al capítulo sobre ga-
rantías de los derechos fundamen-
tales, el anteproyecto definitivo 
también habla de libertades, según 
recomienda el dictamen, y rehace 
todo lo concerniente al carácter 
que ha de darse, en cuanto a su re-
conocimiento, a los principios rec-
tores y derechos económicos y so-
ciales del capítulo tercero. El in-
forme precisa que tienen el 
carácter de derechos subjetivos y, 
aunque no podrán ser invocados 
como derechos constitucionales, 
conservarán su efectividad juris-
diccional. 

• 
El texto integro del anteproyecto 

definitivo de la Constitución fue 
publicado en EL PAIS del día 19 de 
abril pasado, dos días después de 
su publicación en el Boletín Oficial 
de las Cortes. 

Ocho meses de preparación 
En el Pleno del Congreso, celebra-
do el pasado 25 de julio, se aprobó 
la creación de la Comisión Consti-
tucional. El día 1 de agosto la Co-
misión Constitucional eligió la po-
nencia encargada de redactar el 
borrador de la nueva Constitución 
y que quedó compuesta por siete 
miembros: tres de UCD, uno del 
PSOE, uno del Grupo Comunista, 
uno de la Minoría Vasca y Catala-
na y otro de AP. 

La ponencia constitucional se 
reunió por primera vez el 22 de 
agosto, en cuya sesión se acordó el 
secreto de las deliberaciones y el 
establecimiento de un sistema ro-
tativo para la dirección de los de-
bates. El 17 de noviembre quedó 
redactada la primera lectura del 
borrador constitucional y seis días 
después la revista Cuadernos para 
el Diálogo lo hizo público, provo-
cando airadas reacciones por parte 
de los ponentes y de los partidos 
políticos. 

El anteproyecto fue publicado 
en el Boletín Oficial de las Cortes el 
día 5 de enero y durante el plazo de 
presentación de enmiendas, am-
pliado hasta el día 31 de ese mes, 
fueron presentadas 1.133. 

El 9 de febrero la ponencia co-
menzó el estudio de las enmiendas, 
durante el que se produjo el aban-
dono, el 6 de marzo, por parte del 
representante del PSOE, que alu-
dió a la ruptura de consenso por 
parte de UCD en los temas relati-
vos a la enseñanza y las auto-
nomías. A pesar de ello, el ponente 
socialista, junto con los demás 
miembros de la ponencia, firmó el 
anteproyecto constitucional el pa-
sado 10 de abril, con una nota ex-
plicativa añadida al texto del in-
forme. 

Antes del otoño no habrá Constitución 
El calendario de los trabajos 
constitucionales no está fijado de 
forma concreta y sólo puede esta-
blecerse una idea aproximada del 
tiempo que falta para el cumpli-
miento de los distintos trámites 
parlamentarios. 

La Comisión Constitucional del 
Congreso inicia hoy sus debates y 
existe el propósito de que estén 
terminados hacia el 15 de junio. A 
finales de este mes o principios de 
julio el dictamen de esta comisión 
puede ser examinado ya por el 
Pleno del Congreso. Probable-
mente el final de las sesiones del 
Congreso precederà a las vacacio-
nes parlamentarias. 

Tras las vacaciones —es decir, 
hacia el mes de septiembre- co-
menzará la tramitación en el Sena-
do a dos niveles: en primer lugar ha 
de intervenir la Comisión Consti-
tucional de esta Cámara y después 
el Pleno de la misma. Las modifi-
caciones que el Senado establezca 
han de ser estudiadas por una co-
misión mixta Congreso-Senado, 
tras lo cual el proyecto vuelve al 
Pleno del Senado. Si éste aprueba 
el proyecto, habrá terminado la 
tramitación parlamentaria del 
mismo; en caso contrario, será ne-
cesaria una reunión conjunta de las 
dos Cámaras —Congreso y Sena-
do- para aprobar, por mayoría 
absoluta, el texto definitivo de la 
Constitución. 

La mayor o menor prolongación 
de los debates dependerá notable-
mente del Senado: si éste aprobara 
rápidamente el texto del Congreso, 
es posible que en septiembre haya 
Constitución; de lo contrario, 
podría alargarse varias semanas 
más. 
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Lo que ocurrió hace pocos días en 
Villalar es, para el país entero, de 
una importancia realmente dila-
tada: Casti l la, o Cas t i l la -León, 
de ja de ser un f a n t a s m a , y co-
m i e n z a a a d q u i r i r e n t i d a d 
his tór ica p r o p i a . H a s t a a h o r a , 
d e t r á s de M a d r i d se a b r í a un 
páramo enorme, ruinoso y fibro-
so a la par, una especie de sacro 
recinto, siempre vigilante y en 
apariencia feroz, del «ser de Es-
paña»: de la España impositiva, 
restrictiva, que no se arredraba ni 
ante la sangre para seguir mante-
niendo en su puño, de apretarlo, a 
todos los ciudadanos que no fue-
ran de su estirpe. 

Ya sé que mi visión es la de un 
periférico. Lo cual, en lugar de 
invalidarla, la acrecienta: los ca-
talanes, los vascos y los gallegos, 
es decir, varios millones de per-
sonas, nos hemos for jado una tal 
idea no por razones teóricas o por 
conven ienc ia s , s ino po r h a b e r 
padecido secularmente la hirsuta 
y absolutista hegemonía conoci-
da c o m o cas te l l ana . T e n e m o s , 
pues, toda la razón : la nuest ra , 
claro, y cuando menos tan válida 
como la de quien piense lo con-
trario. 

Sin embargo. . . Hace ya años 
viajé por Castilla con relativa de-
tención. Me a sombró verla —lo 
sabía, pero saber no es tocar— su-
mida en g r a n d e s des ie r tos , en 
poblac iones de vida q u e d a , en 
una le jan ía r e t r a í d a . D e s p u é s , 
una tarde, en Segovia, un perso-
naje local, de familia l ina juda y 
peso administrativo, incluso con 

TRIBUNA LIBRE 

En Villalar mueren los fantasmas 
lazos con el régimen del general 
Franco, me estuvo despotricando 
con a m a r g u r a , con desolac ión, 
contra Madrid, contra el Estado, 
c o n t r a el c e n t r a l i s m o . C o m -
prend í que E s p a ñ a , la E s p a ñ a 
simbolizada por el Estado, no era 
Castilla. Y que, en todo caso, la 
gran cabeza parlante de Madrid, 
su concentración de fuerzas de 
todos los órdenes, representaban 
a la vieja España dictadora y fie-
ra. Castilla era, sí, la for jadora de 
mitos, de historia, de una lengua, 
que había nutrido el concepto es-
pañol que finalmente imperaría 
en la Península. Pero la Castilla 
real ya nada tenía que ver, o ape-
nas, con dicho concepto. 

Una de las obras realizadas por 
el general Franco fue la de aca-
bar i r r e m e d i a b l e m e n t e con el 
concepto de España - r e s u m i e n -
do, «el imperio hacia Dios» y el 
anquilosado tentacularismo a lo 
Fel ipe II— que p re t end ía ena l -
tercer. Un día visité en el País 
Vasco. la s u g e r e n t e ca sona del 
viejo don Pío Baroja. Estaba allí 
su sobrino Julio Caro. Comimos 
juntos en una taberna, es la única 
vez q u e lo he v i s to . M e d i j o : 
«Antes, aquí, no había separatis-
tas, pero con Franco han crecido 
y crecerán como hongos.» Exis-
ten, en relación con la España de 
nuestros días, dos per íodos que 
conviene separar: el de la guerra, 
bá rba ra consecuencia del com-

BALTASAR P O R C E L 

piejo callejón sin salida en el que 
se hab ía met ido el país, y el de 
más t a r d e , el de l f r a n q u i s m o . 
Fenómenos como el de la censu-
ra, del genocidio cultural que se 
pretendió con las lenguas mino-
ritarias, de la actitud ante Euro-
pa, son sencillamente fantásticos 
por su reaccionarismo pretérito, 
i n c o n c e b i b l e d e n t r o d e la 
dinámica del siglo XX. Todavía 
hoy, cercanos a ello, no nos da-
mos c u e n t a de las i n s ó l i t a s 
circunstancias en que estuvimos 
viviendo. 

Castilla, cada vez más depau-
perada y un concepto castellanis-
ta —ya no me atrevo ni a llamarlo 
c a s t e l l a n o - de día en día m á s 
hinchado y voraz. Castilla no se 
reconocía en el modelo de la Es-
paña a la castellana que nos era 
impuesto en Cata luña . Pero na-
die lo sabía. Ni se podía hablar ni 
la falsificación o la ficticia revita-
lización del cadáver seiscientista 
tenía todavía la suficiente incon-
gruencia para desintegrarse. 

Grac ias , p a r a d ó j i c a m e n t e , a 
Franco, Castilla ha recobrado en 
Villalar su tradición comunera, la 
de defender su tierra y sus gentes, 
a b a n d o n a n d o imperial ismos de 
cartón piedra que n inguna rela-
ción tenían ya con ella ni nada le 
daban. 

En el Es tado español , en Es-
p a ñ a , f a l t a b a a l g o b á s i c o : la 
igualdad y la voluntad. Igualdad 
entre qu ienes la in tegran y vo-
luntad de hacerlo, voluntad libre. 
La famosa «unidad» lo era a pa-
los: esta misma expresión me hi-
zo discutir ag r i amente con Ma-
nuel Fraga Iribarne una vez que 
fui a verle c u a n d o es taba dir i -
giendo las Cervezas El Aguila. Se 
enfadó . Era la mía, a su juic io , 
una versión derrotista del catala-
nista militante. Bien: es hoy la de 
Castilla, que tampoco cree en la 
ex is tenc ia de una i g u a l d a d ni 
desea, vo lun ta r i amen te , seguir 
siendo una pantal la conceptual 
de quienes la ignoran y menos-
precian. 

El acto de Vil lalar es impor -
tante, repito, para Cast i l la , evi-
dentemente, pero también para 
todos los demás: si los pueblos de 
España se mueven en un plano de 
igualdad, hab iendo asumido su 
situación exacta, sin floripondios 
literariomusicales, y avanzan ha-
cia la reestructuración de un Es-
tado que sea la suma de todos y no 
una imposición sobre todos, en 
este país pod rá comenzar se se-
r iamente a vivir. Q u e Cast i l la , 
hasta ahora laque proporcionaba 
—todo lo involuntariamente que 
se quiera— el mito de la un idad 
fo rzada , luche p o r r ecob ra r su 
precisa identidad, reclame su au-
tonomía , p r e t e n d a mi ra r se sin 

disfraces en el espejo, deja al Es-
tado en lo que es: una sobrees-
tructura que, si desea poseer algo 
más que un mero sentido admi-
nistrativo, deberá buscado en la 
totalidad de España. Tendrá que 
ref le jar la rea l idad . C u a n d o el 
Rey hab ló en ca ta l án en C a t a -
luña, un cimiento de los más se-
rios comenzaba a ser puesto. 

Las banderas rojigualdas que 
fueron pisoteadas en Villalar eran 
el último reducto, todavía el in-
tento de dar corporeidad al fan-
tasma, del ficticio integrismo es-
pañol i s ta , por c o m p l e j o a j e n o 
—bueno, debería ser así...— a la 
r e a l i d a d del p a í s q u e t o d o s 
deseamos. Se pi.soteaba a quienes 
usaban las banderas , no a ellas. 
Quedó muy cljiro. 

C u r i o s a m e n t e , m i e n t r a s 
t ranscur r ía el ac to de Vi l la lar , 
centenares de catalanes pitaban, 
en la barcelonesa plaza de Sant 
Jaume, a la Genera l idad desca-
feinada que, dando la razón a las 
voces ago re ra s de hace m e d i o 
año, finalmente tenemos. Me pa-
recen dos actos de suprema sabi-
duría polít ica: una política, un 
país de hechos, es lo que se desea, 
y no las hueras frases altisonantes 
del pasado que todavía pugnan 
por perdurar. Los castellanos de-
ben aprender lo que ya sabemos 
los catalanes: mientras no pueda 
cambiarse el alcalde del más mo-
desto municipio, no existirá una 
verdadera autonomía. Castilla es 
la Villalar comunera y no un so-
berbio palacio burgalés o valliso-
letano. 

Frankfurter 
Allgemeine 
Afganistán: 
un éxito de Moscú 
«La conquista del poder en Kabul 
por los comunis tas es u n o de los 
éxitos más importantes que ha lo-
g r a d o Moscú en esta d é c a d a ,en 
Asia. (...) 

Pero un Afganis tán ba jo la in-
fluencia soviética es un vecino pe-
ligroso para Pakistán y para el em-
perador del Irán. También en estos 
países la Un ión Soviét ica ha au-
mentado su t rabajo de agitación. 

En Turquía , que para la seguri-
dad occidental es uno de los países 
más importantes en la zona de los 
países islámicos que tienen fron-
teras con la Unión Soviética, los 
comunistas han real izado inquie-
t a n t e s p r o g r e s o s en su l a b o r 
sub t e r r ánea . Has ta d e n t r o de la 
policía los elementos comunistas 
han logrado tener influencia. 

Muchos enemigos del comunis-
mo en Asia se preguntan, preocu-
pados, hasta c u á n d o t o m a r á n en 
serio las seguridades dadas por el 
jefe del Gobierno turco, Ecevit, de 
que es socialdemócrata. (...) 

El hombre nuevo en Kabul, I^ur 
M o h a m e d T a r a k i , n o es un so-
cialdemócrata, sino que está situa-
do mucho más a la izquierda. Co-
mo Cuba, Afganistán ahora es un 
satéhte de Moscú. (...) 

C o n la v is i ta de l p r e s i d e n t e 
Scheel a T e h e r á n , la R e p ú b l i c a 
Federal ha querido demostrar que 
quiere permanecer en esa parte de 
As ia , a la q u e p e r t e n e c e A f g a -
nistán. 

Irán es, en esta región, el socio 
más impor t an te de Estados Uni-
dos. Pero la sola política razonable 
frente a Irán no bastará para con-
tener la pol í t ica soviética de ex-
pansión. 

El occidente debe demostrar que 
qu i e r e f r e n a r r e a l m e n t e esa ex-
pansión. El sangriento golpe mili-
tar en Kabu l es una p r imera ad-
vertencia para la alianza occiden-
tal.» 
Frankfurt, 2 mayo 

New York Times 
Primero de Mayo y fusión 
socialista en España 
«Cientos de miles de españoles , 
entre signos de una creciente cohe-
sión política de la izquierda, cele-
braron pacíf icamente el Pr imero 
de Mayo tolerado desde la muerte 
de Francisco Franco, en noviem-
bre de 1975. • 

En Madrid, más de 300.000 per-
sonas, en manifestación organiza-
da conjuntamente por los sindica-
tos socialistas y comunistas, mar-
charon bajo la lluvia con banderas 
rojas hasta la Puerta de Alcalá, en 
la que varios oradores pidieron la 
unidad de la izquierda, t - . ) 

La iniciativa para la co labora-
ción entre socialistas y comunistas 
depende de Gonzá lez , que el do-
m i n g o m e j o r ó la posic ión de su 
pa r t i do , al a b s o r b e r al p e q u e ñ o 
Partido Socialista Popular de Tier-
no Galván, que tiene seis diputa-
dos en el Parlamento. (...) 

Mucho más rápido de lo que se 
cree, los votos le darán al Part ido 
Socialista las riendas del poder, di-
j o González. (...) 

En el último congreso de su par-
tido, Carrillo fue criticado implíci-
tamente por la actitud que había 
asumido en el Parlamento de unir 
los veinte votos comun i s t a s a la 
Unión del Centro de Suárez, con-
tra los socialistas. U n a resolución 
adoptada en el Congreso urgió ha-
cia una mayor un idad de acción 
con los socialistas. En el nivel de la 
act iv idad sindical , en el que las 
Comisiones Obreras, controladas 
por los comunistas, son más fuertes, 
pa rece que Car r i l lo f avorece la 
unidad, pues tiene todas las de ga-
nar. Pero el secretario general del 
Partido Comunista ha atacado con 
violencia a los socialistas, porque 
presentan un candidato al senado 
por Asturias que correspondía a u n 
comunista. Tampoco ha sugerido 
que la unidad de la izqiíierda sea 
inminente. (...)» 
Nueva York, 2 mayo 

Le Monde 
La reforma del Código de 
Justicia Militar 
en España 
«El Consejo de Ministros del 2 de 
mayo ha aprobado la reforma del 
Código de Justicia Militar, como 
estaba previsto en el pacto de la 
Moncloa, firmado en oc tubre de 
1977 entre todas las fuerzas parla-

mentarias. La reforma se traducirá 
en un proyecto de ley que será so-
metida a la aprobación de las Cor-
tes. Restringe cons iderablemente 
la competencia de los t r ibunales 
militares, que podían juzgar una. 
serie de delitos que pertenecen a la 
j u r i s d i c c i ó n o r d i n a r i a en la 
mayor ía de los países occ identa -
les. (...) 

En virtud del antiguo Código de 
Justicia Militar cuatro actores de la 
compañía teatral ca ta lana Els Jo-
glars f ue ron c o n d e n a d o s el 6 de 
marzo a dos años de prisión. (...) 

La sentencia había p rovocado 
vivas r e a c c i o n e s en los m e d i o s 
artísticos e intelectuales españoles. 
Estos est imaban que el Gobie rno 
S u á r e z h a b r í a p o d i d o ev i t a r la 
c o n d e n a si h u b i e s e a p l i c a d o a 
t iempo el artículo del pacto de la 
Moncloa que prevé la reforma del 
Código de Justicia Militar. 

Según el nuevo código, los tri-

Máximo 

bunales militares serán competen-
tes solamente para los delitos mili-
tares. (...) 

Esta med ida de l iberal ización 
era esperada. Por el contrario, el 
partido gubernamental ha abierto 
su ofensiva contra el proyecto de 
ley de acción sindical en la empre-
sa, q u e los p a t r o n o s c r een de 
carácter autogestionario, después 
de las modificaciones introducidas 
al texto inicial por un grupo de tra-
ba jo par iamentar io . La UCD, de 
acuerdo con Alianza Popular , ha 
m o d i f i c a d o c ie / tos ar t ículos del 
proyecto durante el debate el 2 de 
mayo. Como consecuencia de esta 
m o d i f i c a c i ó n , el p e r s o n a l de la 
Admin i s t r ac ión púb l ica será ex-
cluido de esta ley. (...) 

Pero el ar t ículo más po lémico 
del proyecto todavía no se ha dis-
cutido, el que define los poderes de 
los comités de empresa. (...)» 
París, J mayo 


